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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 18 de febrero de 2009, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Negri, Kogan, Genoud, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 97.194, "Campas, Carlos José contra Gutiérrez, Ernesto Luis y otros. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Junín confirmó la decisión de primera instancia de fs. 395/402 que rechazó íntegramente la demanda de daños y perjuicios impetrada en autos (v. fs. 478/483).


La parte actora interpuso los recursos extraordinarios de nulidad y de inaplicabilidad de ley. Por su parte, la citada en garantía interpuso el último de los recursos mencionados.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?


    Caso negativo:


2ª. ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley articulado por la parte actora a fs. 491/497?


3ª. ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley interpuesto por la citada en garantía a fs. 503/512?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


La Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín confirmó el pronunciamiento de grado que desestimó la pretensión de daños promovida por Carlos José Campas contra Ernesto Luis Gutiérrez y su aseguradora citada en garantía (v. fs. 478/483).


En lo que interesa destacar, el tribunal a quo sostuvo que de las pruebas colectadas en la causa surgía debidamente demostrada la causal de eximición de la responsabilidad objetiva que se imputa al demandado "por fractura total de la relación de causalidad provocada por el hecho de la propia víctima (art. 1113, pár. 2°, in fine Cód. Civil)" (v. fs. 480/481).


2. Contra dicho pronunciamiento se alza la parte actora mediante el recurso extraordinario de nulidad de fs. 498/502, en cuyo marco acusa la violación del art. 168 de la Constitución provincial.


3. Adelanto mi parecer contrario a la procedencia del recurso, en coincidencia con lo dictaminado por el señor Subprocurador General a fs. 535/537.


a. Sostiene el quejoso que el tribunal de la instancia omitió el tratamiento de cuestiones esenciales relativas a las circunstancias de tiempo y lugar en que acaeciera el siniestro. Concretamente, asevera que la mecánica del hecho admitida por la Cámara no se compadece con el ancho de la ruta en donde se produjo el accidente y cuya dimensión no fue ponderada en el fallo. De otra parte, denuncia que tampoco se tuvo en cuenta la zona donde sufrió el impacto el vehículo Opel K.


b. Tal queja no es de recibo.


Sabido es que cuestiones esenciales son aquellos planteos que conforman la estructura principal de la litis y el esquema jurídico que la sentencia debe atender para la correcta solución del litigio (conf. causas C. 90.577, sent. de 26‑X‑2005; Ac. 91.669, sent. de 10‑V‑2006; Ac. 93.781, sent. de 25‑IV‑2007; C. 95.878, sent. de 7‑V‑2008).


Pues bien, de la lectura del pronunciamiento impugnado surge que el tribunal a quo abordó y resolvió las cuestiones esenciales a atender para la solución del pleito, más allá del acierto o extensión con que lo hizo (conf. Ac. 79.613, sent. de 6‑XI‑2002; Ac. 75.412, sent. de 5‑III‑2003), siendo que los argumentos de derecho o de hecho en los que las partes sustentan sus pretensiones o defensas no revisten el carácter de cuestión esencial en los términos del art. 168 de la Constitución provincial, por lo que su eventual falta de consideración no genera la nulidad del pronunciamiento (conf. Ac. 87.803, sent. de 23-II-2005; Ac. 86.931, sent. de 29‑XII‑2004; Ac. 57.488, sent. de 5‑III‑1996; Ac. 55.359, sent. de 4‑III‑1997 en "La Ley Buenos Aires", 1997, 556).


En efecto, en la especie no se advierte la transgresión del art. 168 de la Constitución provincial, toda vez que las cuestiones relativas a la apreciación de la prueba por los tribunales de grado ‑tal las denunciadas por el recurrente‑ no pueden articularse a través del recurso extraordinario de nulidad, ya que su deficiente examen o eventual ausencia de tratamiento no constituye omisión de "cuestión esencial" (conf. Ac. 77.584, sent. de 19‑II‑2002; Ac. 82.245, sent. de 1‑IV‑2004; Ac. 83.431, sent. de 16‑VI‑2004). Los cuestionamientos formulados, en rigor, involucran una evaluación concerniente al acierto jurídico del fallo aspecto que, reitero, se encuentra detraído del ámbito del recurso extraordinario de nulidad y es propio del de inaplicabilidad de ley (L. 85.207, sent. de 12‑XII‑2007).


3. No demostradas, entonces, las infracciones denunciadas, corresponde rechazar el recurso (arts. 168 y 171 de la Constitución provincial y 296 y 298 del Código procesal). Con costas.


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Negri, Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la primera cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. Contra el reseñado pronunciamiento la parte actora interpone el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley obrante a fs. 491/497, denunciando la existencia de absurdo y la violación de la doctrina legal de esta Corte.


Arguye el accionante que la mecánica del accidente receptada en el fallo en crisis contradice las circunstancias acreditadas en autos. Puntualiza, en este sentido, que las conclusiones a las que arriba el tribunal parten de una premisa errónea, tal la de sostener que el ancho de la ruta donde se produjo el siniestro no permitió al Renault 19 conducido por su parte mantenerse sobre su mano de circulación sin invadir el carril contrario. También reputa absurdo lo aseverado por la Cámara en torno al obrar desplegado por el rodado Opel K al mando del accionado (v. fs. 493 y vta.).


En apoyo de su crítica, alega que el peritaje practicado no proporciona datos sobre el ancho de la ruta ni respecto de las dimensiones de los automóviles intervinientes. Idéntica ausencia de información, dice, se presenta respecto del espacio que ocupaban las bicicletas que intentó eludir, en maniobra que según su relato no implicó la invasión de la mano contraria. Por tales motivos, estima que las deducciones que efectúa la Cámara se basan en meras suposiciones no comprobadas (v. fs. 493 vta.).


De otra parte, añade que si el accidente hubiera acaecido del modo que la sentencia atacada da por probado y el automóvil del demandado efectivamente hubiera permanecido sobre su carril de circulación, el impacto debió producirse en su frente y no en su lateral delantero derecho. Tal circunstancia, a su entender, demuestra la veracidad de la versión de los hechos brindada en el escrito de demanda (v. fs. 494 y ss.).


Por fin, afirma que la pericia mecánica practicada en autos no aporta elementos corroborantes de la forma en que sucediera el accidente, resultando irrelevante su falta de impugnación (v. fs. 494 vta./495).


2. En mi opinión, el recurso no puede prosperar.


a. Es doctrina de este Tribunal, aplicable en la especie, que determinar si la conducta de la víctima de un accidente de tránsito ha excluido parcial o totalmente la responsabilidad objetiva que el art. 1113 del Código Civil impone al dueño o guardián de una cosa riesgosa constituye una cuestión de hecho que no puede ser abordada en la instancia extraordinaria, salvo que a su respecto se invoque y demuestre que el tribunal de grado ha incurrido en absurdo (conf. doct. Ac. 80.758, sent. de 1‑III‑2004; Ac. 81.769, sent. de 5‑III‑2003; Ac. 39.215; Ac. 60.469, sent. de 28‑V‑1996; Ac. 75.789, sent. 23‑V‑2001), vicio que -como veremos‑ no ha sido acreditado por el impugnante (doctr. art. 279, C.P.C.C.).


b. En el sub lite, el tribunal de grado, para arribar a la solución del caso referida a la responsabilidad debatida en autos, examinó la conducta desplegada por ambos protagonistas del evento dañoso.


i] Liminarmente refirió que el pronunciamiento de primera instancia, siguiendo la versión retrospectiva de los hechos brindada por el perito mecánico, juzgó que el accidente se produjo sobre la mano de circulación del automóvil conducido por el demandado (Opel K), al perder el actor el control de su propio vehículo que lo llevó a impactar con el lateral derecho del Opel con el lateral trasero derecho del Renault 19, provocando la proyección de este último hacia la banquina opuesta a su sentido de circulación y posterior vuelco (v. fs. 470).


ii] Seguidamente, entendió que las quejas formuladas por el accionante en su apelación no lograban revertir las conclusiones del reseñado fallo.


Precisó, al efecto, que "ningún otro elemento directo se ha arrimado a la causa revelador de la mecánica del hecho más que las constancias de la causa penal [...] (inspección ocular de fs. 1/2, croquis de fs. 3, informes periciales de fs. 11, 12 y 13, fotografías de fs. 34, 34 vta. y 35 Y planimetría de fs. 45), con las que encajan plenamente la declaración indagatoria de Gutiérrez a fs. 68/69 y las testimoniales de fs. 15 y 16 y la del propio damnificado de fs. 94, constituyendo el dictamen pericial mecánico de fs. 250/252, no objetado oportunamente por las partes y del que no hay motivo para apartarse (art. 474 C.P.C.C.), una explicación científicamente fundada sobre el acontecer fáctico de acuerdo a los elementos objetivamente disponibles, que conducen a la inobjetable conclusión sobre la exclusiva y determinante acción del automóvil conducido por el [demandante] que en absoluto descontrol invade la mano opuesta a su sentido de circulación colisionando al automóvil Opel, agente absolutamente pasivo en el hecho, continuando el Renault del actor en su absoluto desgobierno hasta la banquina y préstamo aledaño a la ruta" (v. fs. 480 y vta.).


Asimismo, sin perjuicio de destacar que las críticas enderezadas contra el peritaje mecánico resultaban ‑a juicio del a quo‑ tardías, consideró que aquéllas carecían de todo sustento en los elementos objetivos de la causa y obedecían a la personal e interesada apreciación de los hechos por parte del actor recurrente (v. fs. 480 vta.).


Por fin, desechó la alegada maniobra de desvío del vehículo Opel hacia la mano de circulación del accionante, refiriendo al efecto el contenido de la 7ma. posición puesta por la actora a su adversario en donde afirmó que el demandado "frenó su auto casi por completo en el medio de la ruta" (art. 409, pár. 2do. del C.P.C.C.). Con ello ‑dijo quedaba absolutamente descartada la imaginativa articulación recursiva del accionante sobre una maniobra de giro hacia su mano de circulación, así como la condición de embistente del automóvil del demandado, "al tiempo que justificada como maniobra elusiva intentada por su conductor el desvío hacia el centro de la ruta ante la abrupta incursión en su carril de circulación y descontrolada trayectoria del Renault, circunstancia expresamente admitida por el accionante y plenamente coherente con la reconstrucción que hace el perito a fs. 251 (gráfico superior)" (v. fs. 481).


c. Pues bien, los argumentos traídos por la parte actora ante esta casación no evidencian que la Cámara hubiera incurrido en un grosero desvío valorativo que habilite el conocimiento de las cuestiones fácticas y probatorias en esta instancia extraordinaria.


Como ya anticipara, la sentencia atacada siguió las conclusiones del informe pericial de fs. 250/252, en el cual se afirma que "el relato de los hechos realizado por la actora es irreal", pues ‑de un lado‑ el ancho de la ruta no permitía que el vehículo Renault 19 del actor estuviera totalmente sobre su mano de circulación mientras impactó con su lateral derecho y ‑del otro‑ si el rodado del demandado hubiera cruzado hacia la mano contraria, se hubiera colocado adelante del actor ‑que, vale recordar‑ procedía en ese momento a evitar unas bicicletas que circulaban sobre su mano, pudiendo en tal caso ser observado por el accionante, lo cual se contradice con lo manifestado por este último en su demanda. En apoyo de tal conclusión el experto realizó un gráfico a escala que compara las dos versiones del accidente brindadas por las partes (v. fs. 251), y si bien no indica el ancho de la calzada, es lo cierto que tal dato surge de la causa penal (v. plano de fs. 45) que el perito expresó haber examinado para la confección de su dictamen.


El pronunciamiento en crisis se atuvo a lo allí dictaminado, sin que el recurrente formule un embate que conmueva las conclusiones de la alzada y evidencie la alegada absurdidad del fallo. Vale recordar aquí que las desinteligencias de los litigantes con la opinión del perito no bastan para desvirtuar su dictamen si no se arriman evidencias capaces de convencer al sentenciante del desacierto incurrido por el especialista, por ser sus conclusiones erradas, o basarse en datos parciales o equívocos (conf. Ac. 93.796, sent. de 9‑VIII‑2006). En la especie, la crítica ensayada por el señor Campas, que se reduce a la mera discrepancia subjetiva con las valoraciones practicadas por el perito en modo alguno demuestra la carencia de fundamentos que atribuye al dictamen técnico objetado. Por ende, el referido cuestionamiento no incide en la fuerza de convicción de la pieza apuntada (doct. arts. 474 y 384 del C.P.C.C.).


d. En síntesis, la cuestión debatida en autos ha sido debidamente dilucidada por el tribunal en el marco de la responsabilidad objetiva consagrada por el art. 1113 del Código Civil. Sin embargo, bajo tal contexto, el a quo ha considerado que mediante las probanzas colectadas en la causa ha quedado fehacientemente acreditada una de las causales de exención contempladas por el citado precepto, a saber la culpa de la víctima cuyo obrar ha quebrado totalmente el nexo causal entre el riesgo y vicio de la cosa y el daño reclamado en las presentes actuaciones.


Tales conclusiones, aunque tachadas de absurdas, no han recibido un reproche que demuestre error palmario y fundamental en la apreciación del inferior que lo condujera a conclusiones incongruentes o contradictorias con las constancias de la causa, siendo que el impugnante se ha limitado a oponer su propio criterio basado en apreciaciones subjetivas o en personales puntos de vista, lo que no configura absurdo (conf. Ac. 58.786, "Racioppe", sent. de 18‑VIII‑1998).


En efecto, la mera discrepancia con las decisiones del tribunal de grado dista de configurar el supuesto excepcional de absurdo que da lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, reproche cuya admisión sólo procede cuando media cabal demostración de su existencia (conf. Ac. 71.478, sent. de 16‑II‑2000; Ac. 71.709, sent. de 29‑II‑2000). Y, tal como ha quedado expuesto, el recurrente no ha satisfecho la aludida carga impugnativa, correspondiendo, en consecuencia, rechazar el planteo efectuado (conf. art. 279 del C.P.C.C.).


3. No acreditadas, entonces, las violaciones legales denunciadas (art. 279, C.P.C.C.) ni el alegado absurdo, considero lo dicho suficiente para rechazar el recurso interpuesto. Con costas a la actora vencida (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Negri, Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la segunda cuestión también por la negativa.


A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. La sentencia de primera instancia desestimó la falta de cobertura esgrimida por la aseguradora citada en garantía, defensa que juzgó no había devenido abstracta pese a que el asegurado demandado fue eximido de responsabilidad. Acotó al respecto que la determinación de la existencia del seguro y consecuente deber de indemnidad mantenían virtualidad a los efectos del pago de los gastos del proceso que sí obligaban al asegurado pese a su victoria, concretamente por los honorarios de los peritos intervinientes que podrían reclamar sus estipendios contra todas las partes del proceso (v. fs. 400 y vta.).


Tal pronunciamiento fue confirmado por la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín. Sostuvo este Tribunal que "[a]dmitido por la aseguradora la existencia del contrato (art. 354 C.P.C.C, 11 y ccs. Ley 17.418), con vigencia temporal de la cobertura a la fecha de acaecimiento del siniestro, no se ha probado (art. 375 C.P.C.) la imputada falta de pago de la prima por el asegurado a partir de la circunstancia de no surgir expresado en el instrumento acompañado (fs. 66) ni la fecha de vigencia de la cobertura ni la de celebración del contrato a partir de la cual pueda computarse la exigibilidad de la obligación (doct. arts. 30 y 31 ley 17.418) y el consiguiente incumplimiento invocado" (v. fs. 481 vta.).


2. Contra tal parcela del fallo, la citada en garantía interpone el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley de fs. 503/512, en cuyo marco denuncia la existencia de absurdo y la infracción de los arts. 163 inc. 6°, 266, 375, 384, 394, 401 y 474 del Código Procesal Civil y Comercial, 509, 750, 1197 y 1198 del Código Civil, 27, 30, 31 y 46 de la ley 17.418 y de la doctrina legal de esta Corte que indica.


Afirma la aseguradora que la sentencia impugnada incurre en absurdo al juzgar no acreditada la falta de cumplimiento del pago de la póliza. Entiende que el fundamento al que acude la alzada en apoyo de su decisión ‑a saber, el hecho de que no surge de la póliza la fecha de vigencia de la cobertura ni de su emisión‑ resulta endeble y erróneo, pues omite valorar la prueba documental indubitada incorporada al proceso ‑parte de ella aportada por el propio demandado asegurado (v. fs. 281/284)‑, como así también la pericial contable e informativa no cuestionadas (v. fs. 507 vta.).


Precisa en este sentido que la fecha de vigencia del contrato de seguro fue denunciada por la aseguradora al contestar su citación (v. fs. 72/73), ante lo cual el demandado asegurado no formuló cuestionamiento alguno. Para más, señala, tal vigencia también surge del certificado de cobertura expedido por la aseguradora y agregado a fs. 281 por el asegurado, certificado que contiene el número de póliza coincidente con la que luce a fs. 66 y expresa que su vigencia es "desde el 16/04/97 hasta el 14/08/97", siempre claro está sujeta al pago del premio, circunstancia ratificada mediante el certificado obrante a fs. 29 de la causa penal (v. fs. 508).


Continúa diciendo que tales datos deben ser correlacionados con la cláusula de cobranza del premio ‑conforme póliza de fs. 67/68‑ que establece que el premio (anual, mensual, bimestral, cuatrimestral o semestral, según se indique en las condiciones particulares) debe ser abonado al contado a la fecha de iniciación de la vigencia de cada período de facturación o, si el asegurador lo aceptase, en cuotas mensuales iguales y consecutivas, siendo esta última la metodología pactada entre las partes conforme lo receptado en las cláusulas adicionales (v. fs. 508 vta.).


Que el art. 1° de las cláusulas adicionales establece que el premio no será exigible sino contra entrega de la póliza o certificado de cobertura, surgiendo del certificado acompañado por el asegurador a fs. 280 que el primer vencimiento correspondió al comienzo de la cobertura ‑esto es, el 17 de abril de 1997‑, por lo cual el segundo se producía el mismo día del mes de mayo. Sin embargo, a tenor de los recibos adjuntados por el señor Gutiérrez, el primer pago efectuado fue coincidente con la celebración del contrato e inicio de la cobertura (el 17-IV-1997), en tanto el segundo que correspondía a la cuota que debió abonarse en el mes de mayo recién fue realizado el día 23 de junio de 1997, esto es ya vencido el plazo acordado al efecto y transcurrido cinco días de producido el siniestro que motiva las presentes actuaciones (v. fs. 509 y vta.).


Arguye, asimismo, que la prueba pericial contable practicada avala los hechos expuestos, resultando concluyente en cuanto a la mora en el pago de la prima y consecuente suspensión de los efectos del contrato en orden a lo establecido en el art. 31 de la ley 17.418 que reputa violado (v. fs. 509 vta.).


En suma, sostiene que el absurdo denunciado surge ‑en primer lugar‑ por la omisión de ponderar el certificado de cobertura acompañado por el asegurado, ‑en segundo término‑ por similar defecto en que se incurre respecto de la autenticidad de las condiciones generales, particulares y adicionales, cuya legitimidad se probó mediante oficio dirigido a la Superintendencia de Seguros de la Nación, ‑en tercer orden‑ por no haber reparado en las fechas de pagos que surgen de los recibos agregados por el señor Gutiérrez y ‑por último‑ por no reparar en las conclusiones del dictamen pericial contable practicado en la causa (v. fs. 510/511).


3. Asiste razón a la recurrente.


a. De la documentación acompañada al proceso por el propio demandado asegurado, señor Gutiérrez, surge: i] que el contrato de seguro tenía una vigencia anual con facturación cuatrimestral ‑en lo que aquí interesa, por el período que corriera desde el 16 de abril de 1997 al 14 de agosto de igual año‑ (v. certificado de fs. 67, 281 y cotización de fs. 285); ii] Que el pago de la primer cuota lo fue el mismo día de inicio de la cobertura, esto es el 16 de abril de 1997, restando una segunda cuota de $ 27,61 (v. recibo de fs. 284); iii] que el vencimiento de la segunda cuota, a tenor de lo dispuesto por el art. 1° de las cláusulas adicionales ‑v. fs. 264 y 326‑ operaba el día 16 de mayo de 1997, circunstancia corroborada por la documental glosada a fs. 283 también traída al proceso por el asegurado y iv] que tal como alega la recurrente este segundo pago fue efectuado el día 23 de junio del citado año, es decir ya vencido largamente el plazo conferido al efecto y luego de acaecido el siniestro (v. recibo de fs. 282).


A su turno, el peritaje contable de fs. 267/268 da cuenta de que la vigencia del contrato suscripto entre las partes era anual, con facturación cuatrimestral según las condiciones de la póliza incorporada al proceso. Asimismo, según los registros de la aseguradora, el accidente acaecido el 18 de junio de 1997 fue recién denunciado el día 13 de marzo de 2000, bajo el número 4342. En cuanto a la póliza, refiere el experto que no consta en ella las condiciones de pago en las que se contrató. Sin embargo, aclara que según los montos pagados se deduce que fue pactada en dos cuotas y de acuerdo a las cláusulas adicionales, la cuota se registra impaga a esa fecha, operando su vencimiento a los 30 días de la emisión. Así, expresa que la primer cuota fue abonada el día 16 de abril de 1997 -conforme listados del libro cajas y recibo correspondiente‑, en tanto la segunda lo fue el 23 de junio de 1997 ‑conforme libro de caja y recibo‑, siendo que este segundo pago debió efectuarse el día 16 de mayo del citado año.


En síntesis, del análisis integral de las pruebas reseñadas surge con claridad la falta de pago de la prima en tiempo y forma argüida por la citada en garantía en sustento de la defensa de falta de cobertura bajo examen.


b. No alteran tal conclusión los argumentos esgrimidos por el demandado asegurado ‑quien resultara vencedor en ambas instancias de grado‑ en su intento de rebatir la defensa opuesta por la citada en garantía.


i] En su contestación a los agravios obrante a fs. 468/475, el señor Gutiérrez alega que la prueba pericial no fue concluyente, pues el experto se limitó a expresar que las condiciones de pago no surgían de la póliza deduciendo que, en razón del contenido de las cláusulas y montos pactados, el pago del premio fue pactado en dos cuotas. Tal afirmación ‑entiende‑ es una mera interpretación o suposición del experto que no permite tener por demostrada la modalidad de pago convenida y el incumplimiento del asegurado (v. fs. 469 y vta.).


Sin embargo, conforme se desprende del dictamen contable, la facturación de la póliza era cuatrimestral, circunstancia que surgía de las condiciones particulares que acompañaron a su pericia. A su vez, el inicio del cuatrimestre que aquí interesa analizar tuvo lugar el día 16 de abril de 1997, dando nacimiento a la vigencia de la cobertura, ocasión en la que fue cancelada la mitad de la prima adeudada. Resulta ilustrativo, en este sentido, el recibo acompañado por el propio demandado a fs. 284, en el cual se lee que quedaba por saldar la mitad de lo debido por el cuatrimestre. A su vez, el documento que luce a fs. 285 da cuenta de que la prima cuatrimestral se pagaría en dos cuotas, y en el de fs. 283 se consignan sus vencimientos, a saber, el primero el 16 de abril de 1997 y el segundo el 16 de mayo de igual año. Por último, el recibo de fs. 282 comprueba que el segundo pago fue efectuado el día 23 de junio de 1997, esto es largamente vencido el plazo conferido al efecto y habiendo ya acaecido el siniestro que dio origen a la presente causa. Cabe remarcar que estas circunstancias surgen con claridad de la documentación incorporada a la causa por el propio demandado asegurado, sin que al así hacerlo formulara objeción alguna en cuanto a su contenido.


ii] Por lo demás, en cuanto a la falta de oportuno traslado de la defensa articulada por la aseguradora, sin perjuicio de remarcar que tal deficiencia estaría referida a eventuales irregularidades o errores en el trámite de la causa anteriores al pronunciamiento de grado que no merecieron planteo alguno por el interesado, quien ‑por otra parte‑ tuvo oportunidad de expedirse sobre el mérito de la prueba pericial contable ‑claramente enderezada a determinar la vigencia de la cobertura al momento del siniestro‑ y refutar la queja de la citada en garantía al contestar los agravios de aquélla, es lo cierto que en su presentación de fs. 468/470, el asegurado se limita a enunciar tal circunstancia sin desarrollar queja alguna sobre el tópico y menos aun demostrar el gravamen concreto que se habría producido con tal preterición. En efecto, el nombrado sólo refiere que su parte "no fue anoticiado en legal forma del planteo formulado por la aseguradora respecto de la defensa de exclusión" (v. fs. 468 y vta.), a lo que luego añade que "la valoración de la prueba realizada por el juzgador no es factible de tacha alguna, máxime que la aseguradora al omitir el traslado de su declinación de cobertura, exigía mayor prudencia y rigor probatorio, a los efectos de despejar cualquier tipo de duda acerca de la verdadera voluntad de las partes al contratar" (v. fs. 469 y vta.).


c. Pues bien, es doctrina de esta Corte que existe suspensión de la cobertura del seguro cuando el asegurado no ejecuta, en el curso del contrato, una obligación determinada que le es impuesta ‑en la especie, el pago de la prima‑. En estos casos se le retira la garantía hasta el día en que se coloca nuevamente en las condiciones del seguro. Mediando ella, el asegurador se desliga de la garantía, aunque el asegurado debe las primas vencidas, y las que venzan en el futuro. Es decir, que funciona como una verdadera pena privada, que depende de aquél hacer cesar: es una caducidad en potencia (conf. Ac. 73.969, sent. de 4‑X‑2000; C. 97.038, sent. de 14‑XI‑2007; C. 96.827, sent. de 13‑II‑2008).


En razón de ello, acreditada la falta de pago de la prima por parte del asegurado demandado, quien se hallaba incurso en mora al momento de acaecer el siniestro, corresponde acoger la defensa planteada por la aseguradora.


4. Si lo que expongo es compartido, deberá hacerse lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por la citada en garantía y, en consecuencia, hacer lugar a la exclusión de cobertura opuesta por la nombrada, con costas al asegurado vencido (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


Los señores jueces doctores Negri, Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la tercera cuestión planteada también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General se rechaza el recurso extraordinario de nulidad deducido por la parte actora (art. 298 del C.P.C.C.).

Asimismo, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por esa misma parte a fs. 491/497. En ambos casos, con costas a la recurrente vencida (arts. 280, 289 y 298 del C.P.C.C.).


Se hace lugar al recurso de inaplicabilidad de ley deducido por la aseguradora citada en garantía a fs. 503/512. En consecuencia, se admite la defensa de exclusión de cobertura opuesta por la nombrada, con costas al asegurado vencido (art. 289, C.P.C.C.).


El depósito previo de fs. 527 se devolverá al recurrente.


Notifíquese y devuélvase. 
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